Radicación: 666823104001 2021 00042 01
Accionante: Rafael Sánchez Rueda
Accionado: Juzgado Penal M/pal de S/ta Rosa de Cabal
Decisión: Revoca Y Declara Improcedente

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
DEBIDO PROCESO / TUTELA CONTRA DECISIÓN JUDICIAL / REQUISITOS DE PROCEDIBILIDAD GENERALES Y ESPECÍFICOS / INMEDIATEZ / DEFECTOS FÁCTICO Y PROCEDIMENTAL / CASO: DESIDIA DEL PROCESADO / SE DENIEGA LA TUTELA.
… es pertinente mencionar que el inciso 3º del artículo 86 de nuestra Constitución, en concordancia con los artículos 6º y 8º del aludido Decreto, indican que la acción de tutela es un mecanismo subsidiario y residual que no procede cuando al accionante le asiste otro mecanismo judicial, salvo que se logre evidenciar dentro de la petición que este último resultaría ineficaz y poco idóneo frente a la afectación de los derechos invocados, o que de procederse a él, se estaría poniendo al solicitante ante el riesgo de sufrir un perjuicio irremediable.

Este requisito se hace más exigente cuando se pretende atacar pronunciamientos judiciales por vía de tutela, pues se supone que el primer escenario con el que cuentan los sujetos pasivos de un proceso es ante los jueces ordinarios, ello en garantía de la preservación del principio de seguridad jurídica…
Como quiera que el problema jurídico del presente asunto gira en torno a controvertir el contenido y la legalidad de una providencia judicial, debe iniciar la Colegiatura por dilucidar si en el caso bajo estudio están dados los presupuestos de procedibilidad de la acción de tutela, de manera tal que se justifique la intervención del Juez Constitucional…
… el requisito que en criterio de esta Sala de Decisión se encuentra completamente desvirtuado es el que tiene que ver con la inmediatez, porque desde ningún punto de vista podría pensarse que el señor Rafael Sánchez Rueda hizo uso de la querella de amparo en un término razonable; mírese que lo que pretende es contrariar los efectos de una sentencia que se profirió en las calendas del 16 de septiembre de 2019, hace un año y siete meses, sin que en ninguno de los apartes de su escrito explicara por qué tan solo ahora pide la protección de unos derechos…
… surge con claridad que el accionante no puede en este punto endilgarle responsabilidades a la administración de justicia por sus descuidos y a solicitar que por una vía tan excepcional como lo es la tutela, se declare la nulidad de lo actuado dentro de un proceso penal que se desarrolló acorde a las normas penales y constitucionales; ni mucho menos, como desatinadamente lo dispuso el Juzgado de primera instancia, invalidar la ejecutoria de una sentencia que tuvo lugar con las ritualidades procesales que el caso puntual ameritaba, acto que sin duda alguna puede resultar muy peligroso, al enviar a la comunidad un mensaje equivocado consistente en que la falta de diligencia y compromiso de un ciudadano en contra de quien se surtió una actuación penal, pueda después, a pesar del transcurrir del tiempo, ser utilizado como una excusa para obtener gabelas a las que renunció cuando tuvo la oportunidad.
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ASUNTO:
Se pronuncia la Colegiatura en torno a la impugnación formulada por parte del titular del JUZGADO PENAL MUNICIPAL DE SANTA ROSA DE CABAL, RISARALDA, en contra del fallo por medio del cual el Juzgado Penal del Circuito de esa misma localidad concedió la solicitud de amparo constitucional solicitada por parte del señor RAFAEL SÁNCHEZ RUEDA. 
SINOPSIS DE LOS ANTECEDENTES FÁCTICOS:
· Manifestó el señor Rafael Sánchez Rueda que el Despacho Judicial accionado conoció de un proceso penal que se siguió en su contra por el delito de hurto calificado en grado de tentativa, y profirió sentencia condenatoria en las calendas del 16 de septiembre de 2019, en la que se le impuso una sanción de 36 meses de prisión. 

· Refirió que su desacuerdo radica en la manera como se surtió toda la actuación, dado que el proceso se adelantó en su ausencia, pese a ser una persona perfectamente ubicable a través de los abonados telefónicos que en el inicio le había aportado a la Fiscalía. Según él, no se hizo ni el más mínimo esfuerzo por contactarlo para que compareciera. 
· Por dichas razones el accionante sostuvo que no pudo ejercer adecuadamente su derecho a la defensa, por cuanto hubiera podido demostrar que él padece enfermedades de orden mental que darían cuenta de su inimputabilidad.
· Incluso, el señor Sánchez Zapata allegó un “dictamen pericial” o valoración psicológica que en su criterio debió practicarse e incorporarse en el curso del proceso, en ese concepto el especialista puntualizó que “El estado de salud mental del señor Rafael Sánchez Rueda es crítico y su deterioro es significativo. Recomiendo que el evaluado debe continuar su tratamiento en casa como soporte emocional. Requiere con urgencia contar con equipo interdisciplinario que garantice su salud mental en Institución especializada para tratamiento de dichas patologías de base”.

· Adicionalmente, indicó el libelista que la actuación penal aludida estaría viciada de nulidad por falta de defensa técnica, en tanto el profesional del derecho que lo representó nunca intentó ponerse en contacto con él.  

PRETENSIONES:

Basado en los hechos ya sintetizados, el libelista elevó las siguientes pretensiones: 

“PRIMERA: TUTELAR mis derechos fundamentales al DEBIDO PROCESO Y DE DEFENSA Y otros de similar estirpe, dentro del proceso que por el delito de Hurto Calificado y Agravado se le adelantó en el Juzgado Único Penal Municipal de Santa Rosa de Cabal Risaralda, conforme con la preceptiva establecida en el Art. 86 de la Constitución Nacional.

SEGUNDA: Se decrete la nulidad y por lo tanto se deje sin efecto alguno la sentencia del 16 de septiembre de 2019, proferida por Juzgado Único Penal Municipal de Santa Rosa de Cabal Risaralda, dentro de la cual se presentó la conculcación de tales derechos fundamentales, para que a partir de allí se restablezcan éstos en aras del respeto a la defensa del acusado, debido proceso y disponiendo, si a ello hubiere lugar mi libertad inmediata.”
ANTECEDENTES PROCESALES:
1. Admisión y conformación del contradictorio: 

El Juzgado Único Penal del Circuito de Santa Rosa de Cabal, Risaralda, admitió la acción mediante auto del 23 de febrero de 2021, a través del cual ordenó correr traslado del escrito de tutela al Juzgado Penal Municipal de Conocimiento de esa localidad, y vinculó oficiosamente al Colegio Francisco José de Caldas y la Personería Municipal.
Posteriormente fueron vinculados de manera oficiosa la fiscalía 16 Local de Santa Rosa de Cabal, el abogado José Fernando Correa Trujillo, la Defensoría del Pueblo, el Juzgado 1º Civil Municipal de Santa Rosa de Cabal, el abogado Juan Carlos Londoño y el Juzgado 3º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira. 

2. Intervenciones: 

i) La Rectora de la Institución Educativa Francisco José de Caldas, Nancy Osorio Quintero, tras referirse a los hechos que tienen que ver con la noticia criminal del proceso seguido en contra del ahora accionante, refirió que carece de competencia para pronunciarse frente a los antecedentes fácticos en que se cimienta esta acción. 
ii) El Dr. Juan Carlos Peláez Puerta, titular del Juzgado Penal Municipal de Santa Rosa de Cabal, presentó escrito en el cual explicó que en el proceso seguido en contra del señor Rafael Sánchez Rueda se siguieron los lineamientos de ese tipo de asuntos, y que a dicho ciudadano se le dirigieron los oficios de citación a la dirección que él aportó desde un inicio ante el Juzgado Primero Civil Municipal de esa localidad, Despacho que celebró audiencia tras la captura del procesado, aclarando que el Despacho no contaba con ningún otro dato de ubicación. 
Informó que como la sentencia condenatoria se encuentra ejecutoriada, la vigilancia de la misma se encuentra en la actualidad a cargo del Juzgado 3º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira. 

Por último, puso de presente que la Fiscalía que tramitó el proceso fue la 13 Local de Santa Rosa de Cabal, y el Defensor Juan Carlos Londoño Álvarez. 

iii) La Dra. Mónica Loaiza, Jueza Primera Civil Municipal de Santa Rosa de Cabal, señaló que al revisar las diligencias adelantadas en el ejercicio de Control de Garantías, encontró que ese Despacho conoció, en las calendas del 4 de febrero de 2019, una audiencia concentrada de Legalización de captura, traslado de escrito de acusación y solicitud de medida de aseguramiento, por el delito de Tentativa de Hurto Calificado, solicitada por la Fiscalía 16 Local, donde actuó como investigado el ahora accionante Rafael Sánchez Rueda y como víctima la Institución Educativa Francisco José de Caldas, tramitado bajo el radicado 2019-00007.
Indicó que los hechos referidos en la tutela no tienen nada que ver con su oficina, por lo que allegó copia del expediente y no hizo ningún pronunciamiento adicional. 

iv) El abogado José Fernando Correa Trujillo, explicó que por designación como abogado adscrito a la Defensoría del Pueblo, le correspondió asistir en audiencia al señor Rafael Sánchez Rueda. 
Que en las diligencias iniciales se entrevistó con dicho ciudadano y le recomendó guardar silencio, además dejó constancia de su domicilio y teléfonos 
Dijo que para el mes de mayo de 2019 se terminó la relación contractual con la Defensoría del Pueblo por lo que allí cesaron sus funciones, siendo sustituido por el Dr. Juan Carlos Londoño, de quien desconoce la estrategia adelantada para el caso concreto. 
3. Sentencia de primera instancia: 

Una vez efectuado el estudio de la situación fáctica planteada, el Despacho de conocimiento decidió mediante fallo del 5 de marzo de 2021:
“PRIMERO: Tutelar el derecho al debido proceso del señor Rafael Sánchez Rueda, el cual está siendo vulnerado por el Juzgado Penal Municipal de Santa Rosa de Cabal, por las razones expuestas con anterioridad, por lo que se anula la ejecutoría de la sentencia relacionada. 

SEGUNDO: Ordenar al JUZGADO PENAL MUNICIPAL de Santa Rosa de Cabal que notifique la sentencia proferida el día 16 de septiembre de 2019 al señor Rafael Sánchez Rueda en el establecimiento penitenciario donde hoy se encuentra recluido, y se le corran los términos de ley para interponer el recurso de apelación si está interesado en ello. 

TERCERO: Desvincular de la presente acción a la Personería de Santa Rosa de Cabal, a la Defensoría del Pueblo, al Juzgado 3 de Ejecución de penas y medidas de seguridad, Fiscalía 16 Local de Santa Rosa de Cabal y al doctor JOSE FERNANDO CORREA TRUJILLO quien lo asistió en las audiencias preliminares”.
Para llegar a tomar esa decisión, el Juzgado A Quo planteó dentro de sus consideraciones que:

i) Como quiera que la sentencia penal censurada no es susceptible de recursos por encontrarse ejecutoriada, ello quiere decir que el accionante no tiene a su alcance otro mecanismo de defensa judicial, lo que a su vez denota la procedencia de la presente acción. 
ii) En el trámite del proceso penal abreviado, la sentencia escrita se debe notificar a todas las partes, pero el despacho la remitió por correo físico a la misma dirección donde fue citado el procesado en varias oportunidades sin obtener resultados, por lo que su deber era aplicar las reglas del Código General del Proceso, que establecen que si una sentencia debe ser notificada personalmente y no logra ubicarse, el acto de notificación se hará por edicto.
4. Impugnación: 
Inconforme con lo decidido por la Jueza A Quo, el titular del Juzgado Penal Municipal de Santa Rosa de Cabal, con funciones de Conocimiento, presentó dentro del término legalmente previsto un memorial de impugnación. 
Para fundamentar su discrepancia, el recurrente expuso que el Despacho fallador incurrió en una motivación defectuosa de su sentencia, toda vez que basó su decisión en normas inexistentes, resaltando que al momento de referirse al deber del Juzgado accionado de notificar una sentencia condenatoria por medio de edicto, no citó ninguna norma, sino que se amparó en un artículo de un periódico, haciendo caso omiso del deber de dar a conocer no solo los motivos de hecho sino también los de derecho en los que se está estructurando la decisión. 

Entonces, explicó, el proceso penal abreviado tiene sus propias directrices, está regulado en la Ley 1826 de 2017, la cual en su artículo 545 indica que: “La sentencia se entenderá notificada con el traslado, para lo cual el juez citará a las partes a su despacho y hará entrega de la providencia. En caso de no comparecer a pesar de haberse hecho la citación oportunamente, se entenderá surtida la notificación salvo que la ausencia se justifique por fuerza mayor o caso fortuito”; luego, su Oficina cumplió con el deber de librar las correspondientes notificaciones a la dirección que fue aportada por el procesado en el devenir de las audiencias preliminares, además, insistió en que nunca jamás se contó con ninguna otra información sobre la ubicación de dicho ciudadano. 
Reiteró que el señor Rafael Sánchez tenía pleno conocimiento de la existencia de un proceso en su contra y nunca mostró interés, además, aclaró que la actuación se llevó a cabo mucho antes de la llegada de la pandemia por el Coronavirus a Colombia. 

Finalmente, expuso que la decisión adoptada por el Despacho A Quo puede sentar un precedente para que las personas eleven este tipo de solicitudes en sede de tutela, invocando igual trato concedido al hoy accionante dentro de los demás expedientes que han sido tramitados de igual forma, no solo bajo la Ley 1826 de 2017 sino la 906 de 2004. 

PARA RESOLVER SE CONSIDERA:
1. Competencia: 
Esta Sala de decisión se encuentra funcionalmente habilitada para desatar la impugnación interpuesta, de conformidad con los artículos 86 de la Constitución Política y 32 del Decreto 2591 de 1991, teniendo en consideración que el Despacho que dictó la sentencia es un Juzgado Penal del Circuito que hace parte de este Distrito Judicial. 

2. Problema Jurídico:
Se deberá establecer en el presente asunto, si le asistió la razón al Juzgado de primer nivel al estimar que se violaron las garantías fundamentales del señor Rafael Sánchez Rueda, en contra de quien, supuestamente, se profirió una sentencia de condena que nunca se le notificó en debida forma por causas que no le son atribuibles a dicho ciudadano. 
3. Solución: 
La acción de tutela consagrada en el artículo 86 Superior, reglamentada por el Decreto Ley 2591 de 1991, es el mecanismo judicial desarrollado por el legislador para brindar a los ciudadanos colombianos la posibilidad de acudir sin mayores requerimientos a la protección directa e inmediata de los derechos fundamentales transgredidos por la acción o la omisión de las autoridades públicas, o de los particulares en los casos expresamente previstos en la ley, lográndose así que se cumpla uno de los fines del Estado, cual es garantizar la efectividad de los principios, derechos y deberes consagrados en la Constitución.

Sin embargo, es pertinente mencionar que el inciso 3º del artículo 86 de nuestra Constitución, en concordancia con los artículos 6º y 8º del aludido Decreto, indican que la acción de tutela es un mecanismo subsidiario y residual que no procede cuando al accionante le asiste otro mecanismo judicial, salvo que se logre evidenciar dentro de la petición que este último resultaría ineficaz y poco idóneo frente a la afectación de los derechos invocados, o que de procederse a él, se estaría poniendo al solicitante ante el riesgo de sufrir un perjuicio irremediable.

Este requisito se hace más exigente cuando se pretende atacar pronunciamientos judiciales por vía de tutela, pues se supone que el primer escenario con el que cuentan los sujetos pasivos de un proceso es ante los jueces ordinarios, ello en garantía de la preservación del principio de seguridad jurídica, porque es claro que las distintas autoridades judiciales han sido revestidas de una serie de competencias asignadas por la ley, sobre las cuales sólo de manera excepcionalísima habría lugar a la intervención del Juez Constitucional.

Como quiera que el problema jurídico del presente asunto gira en torno a controvertir el contenido y la legalidad de una providencia judicial, debe iniciar la Colegiatura por dilucidar si en el caso bajo estudio están dados los presupuestos de procedibilidad de la acción de tutela, de manera tal que se justifique la intervención del Juez Constitucional, y pueda ser utilizada como un instrumento para dejar sin efectos la ejecutoria de una sentencia condenatoria, tal y como lo dispuso el Despacho de primer nivel. 

La jurisprudencia Constitucional, a partir de la sentencia C-590 de 2005, fue consolidando una serie de requisitos generales para la procedencia de la acción de tutela en contra de providencias judiciales, y otros específicos o especiales (hipótesis que fueron inicialmente conocidas como vías de hecho), los cuales deben estar acreditados en la acción de amparo antes de poder efectuar análisis de fondo frente al reclamo formulado en sede de tutela. 

Así pues, tenemos que los requisitos generales para que proceda la tutela contra providencias judiciales son
: 
“a. Que la cuestión que se discuta resulte de evidente relevancia constitucional. Como ya se mencionó, el juez constitucional no puede entrar a estudiar cuestiones que no tienen una clara y marcada importancia constitucional so pena de involucrarse en asuntos que corresponde definir a otras jurisdicciones. (…)
 
b. Que se hayan agotado todos los medios -ordinarios y extraordinarios- de defensa judicial al alcance de la persona afectada, salvo que se trate de evitar la consumación de un perjuicio iusfundamental irremediable. De allí que sea un deber del actor desplegar todos los mecanismos judiciales ordinarios que el sistema jurídico le otorga para la defensa de sus derechos. (…) 
 
c. Que se cumpla el requisito de la inmediatez, es decir, que la tutela se hubiere interpuesto en un término razonable y proporcionado a partir del hecho que originó la vulneración.  (…)
 
d. Cuando se trate de una irregularidad procesal, debe quedar claro que la misma tiene un efecto decisivo o determinante en la sentencia que se impugna y que afecta los derechos fundamentales de la parte actora.  (…)
 
e. Que la parte actora identifique de manera razonable tanto los hechos que generaron la vulneración como los derechos vulnerados y que hubiere alegado tal vulneración en el proceso judicial siempre que esto hubiere sido posible.  (…)
 
f. Que no se trate de sentencias de tutela.  (…)”
Aterrizando los anteriores presupuestos al caso en estudio, observamos que el asunto es de relevancia constitucional, pues debe recordarse que el artículo 29 Superior consagra el debido proceso como un derecho de rango fundamental, el cual debe garantizarse en el trámite de todas las actuaciones judiciales y administrativas, en aras de garantizarle a las partes involucradas la oportunidad de ser escuchados, de presentar pruebas y controvertir las existentes, tener pleno conocimiento de cada una de las etapas y términos que se tienen para el desarrollo de la actuación, y los recursos que proceden contra las decisiones de la administración, así como el tiempo que se tiene para interponerlos. 
En relación con el agotamiento de los recursos ordinarios previa interposición de la acción tuitiva, se encuentra en tela de juicio, es verdad que en contra de la sentencia condenatoria el accionante no tiene ahora mismo la posibilidad de interponer ningún recurso, pero cierto es también que esa posibilidad estuvo vigente en el devenir del proceso frente al cual dicho ciudadano se mostró completamente desinteresado en todo momento, o sea, dejó vencer la oportunidad procesal para ejercer sus derechos de defensa y contradicción en el escenario natural. 
Pero, en definitiva, el requisito que en criterio de esta Sala de Decisión se encuentra completamente desvirtuado es el que tiene que ver con la inmediatez, porque desde ningún punto de vista podría pensarse que el señor Rafael Sánchez Rueda hizo uso de la querella de amparo en un término razonable; mírese que lo que pretende es contrariar los efectos de una sentencia que se profirió en las calendas del 16 de septiembre de 2019, hace un año y siete meses, sin que en ninguno de los apartes de su escrito explicara por qué tan solo ahora pide la protección de unos derechos que, insistimos, tampoco hizo valer dentro del proceso penal. 
Aunque con la omisión de explicación del accionante acerca de los motivos por los cuales se mostró impasible durante tan largo periodo sin acudir a la presente acción bastaría para que la Sala se abstuviera de continuar con un análisis sobre el debate planteado, consideramos que es importante abordar las hipótesis especiales o específicas
 de procedencia de la tutela, con el fin de demostrar que la decisión revisada, tal y como lo expuso el impugnante, no estuvo ajustada a derecho y por ende será revocada a en sede de segunda instancia: 
El señor Rafael Sánchez Rueda invocó como causal específica el defecto fáctico, el cual, como lo ha hecho saber la Corte, opera “por no haberse decretado, practicado o valorado pruebas debidamente solicitadas o recaudadas en el curso del proceso, o por haberse valorado pruebas nulas o vulneradoras de derechos fundamentales”
. A pesar de ello, debemos recordar que el sistema penal acusatorio se caracteriza por su régimen o esquema adversarial, en el que, tanto el Ente Acusador, como la Defensa y el Procesado (en la unidad que ambos conforman), cuentan con igualdad de armas para defender su teoría del caso en el proceso, y es evidente que para el correcto desarrollo de la defensa técnica, que es la ejercida por un profesional del derecho, se debe contar con plena disposición del sujeto pasivo del proceso, que a su vez funge como el llamado a ejercer su defensa material, ejercicio que, entre otras cosas, lleva a cabo cuando pone en conocimiento de quien lo representa todas las herramientas para demostrar su ausencia de responsabilidad en los hechos que se le atribuyen, y de igual manera, está presto a colaborar en lo que se requiera para, con herramientas jurídicas, exponer adecuadamente las pruebas ante el Juez de conocimiento. 
En ese orden de ideas, si en el proceso seguido en contra del señor Rafael Sánchez no se decretaron o practicaron pruebas que tantos meses después el considera pertinentes, ello muy seguramente se debe a que nunca se interesó por la suerte de su proceso, y afirmamos tal cosa, por cuanto es evidente que este ciudadano tenía pleno conocimiento de la existencia de esa actuación penal, en la medida en que la Fiscalía le corrió traslado del escrito de acusación, y un Juez con funciones de Control de Garantías presenció y avaló el acto en el que, si bien fue dejado en libertad, sabía que su deber o compromiso era el de preparar su defensa para la posterior audiencia a la que sería citado. 
Siendo incluso más laxos en los intereses del señor Sánchez Rueda, la Sala dirá que los hechos por él narrados más bien darían cuenta de otro tipo de causal para la procedencia de esta tutela, V.gr. un defecto procedimental, que tiene lugar cuando: “el Juez actuó al margen del procedimiento establecido” 
, sobre el cual ha dicho la Corte Constitucional lo siguiente:

“Caracterización de la causal genérica de procedencia de la acción de tutela contra fallos judiciales alegada: defecto procedimental.
La jurisprudencia constitucional ha señalado que el defecto procedimental de una sentencia judicial surge cuando el funcionario judicial encargado de adoptar determinada decisión, actúa contrario a los postulados procesales aplicables al caso concreto, desconociéndose de manera evidente los presupuestos legales establecidos, por la cual se deriva en una decisión arbitraria que desconoce derechos fundamentales.

Así, estaría viciado todo proceso en el que se omitan las etapas señaladas en la ley para el trámite y desarrollo del proceso y se afecten las garantías de los sujetos procesales, por ejemplo, cuando se omite la solicitud y práctica de pruebas o la comunicación en la que se da inicio al proceso, actos que permiten la participación de los sujetos procesales en ejercicio de su derecho de defensa. Uno de los escenarios en que el juez puede incurrir en un defecto procedimental es en el desarrollo de la defensa técnica.

Los criterios que se deben tener en cuenta para establecer si existió un defecto procedimental son: i) que en el transcurso del proceso no haya sido posible corregir la irregularidad procesal; ii) que el desconocimiento procesal afecte de manera grave el derecho al debido proceso y tenga repercusiones en la decisión de fondo; y iii) se requiere que el error producido no sea imputable al afectado.”

Y es que el debido proceso, consagrado en el artículo 29 Constitucional, hace parte de ese cúmulo de garantías que se deben aplicar a todas las actuaciones tanto judiciales como administrativas que se lleven contra una persona, con el fin de garantizar la salvaguarda de sus derechos y que no se presente abuso de funciones por parte de las autoridades; respecto de esta figura en el proceso penal ha dicho la Corte Constitucional:

“en materia penal, el respeto al debido proceso, tiene una mayor incidencia e importancia en el desarrollo del proceso judicial, particularmente por el compromiso de derechos como la libertad de locomoción, el de la presunción de inocencia, el derecho de defensa, la legalidad de las actuaciones y la posibilidad de acceder a una administración de justicia y obtener de esta una pronta resolución a su situación dada. En este contexto, la sentencia T-039 de 1998, M.P. Antonio Barrera Carbonell señaló lo siguiente:

“El derecho fundamental al debido proceso en materia penal, siguiendo la reiterada jurisprudencia de la Corte, constituye una limitación al poder punitivo del Estado, en cuanto comprende el conjunto de garantías sustanciales y procesales especialmente diseñadas para asegurar la legalidad, regularidad y eficacia de la actividad jurisdiccional en la investigación y juzgamiento de los hechos punibles, con miras a la protección de la libertad de las personas, u otros derechos que puedan verse afectados.

“Las aludidas garantías configuran, conforme al art. 29 de la Constitución, los siguientes principios medulares que integran su núcleo esencial: legalidad, juez natural o legal, favorabilidad, presunción de inocencia, derecho a la defensa  (derecho a la asistencia de un abogado, a presentar y controvertir pruebas, a oponer la nulidad de las obtenidas con violación del debido proceso, y a impugnar la sentencia condenatoria), debido proceso público sin dilaciones injustificadas, y  a no ser juzgado dos veces por el mismo hecho.” 

De esta manera, al desarrollar el derecho al debido proceso, buscó la Carta Política reforzar las garantías que conforman este concepto jurídico. Es por ello que a fin de controlar la capacidad punitiva del Estado la cual puede afectar la libertad personal, la presunción de inocencia y el buen nombre de las personas que se encuentren incriminadas en una actuación penal, dispuso que toda persona sindicada tiene derecho a la defensa, a la asistencia de un abogado para su asesoramiento en las diferentes etapas del proceso, a un debido proceso sin dilaciones injustificadas, a la posibilidad de presentar pruebas y controvertir las que se alleguen en su contra, a impugnar la sentencia condenatoria y a no ser juzgado dos veces por el mismo hecho.”  
 
Así, se evidencia una íntima relación del derecho al debido proceso con el derecho de defensa, entendiendo este como el derecho que tiene toda persona dentro del ámbito de cualquier actuación judicial en su contra, a ser oída, a presentar sus propias razones, a contradecir, a presentar pruebas, objetar las de la contra parte y presentar los recursos de ley contra las decisiones que se adopten. Esta garantía se hace aún más evidente en el procedimiento penal, donde la persona involucrada necesariamente debe estar asistida en todo momento por un abogado, bien sea por uno elegido por él o por el que le sea designado por parte de la Defensoría Pública. 

“En el proceso penal, el ejercicio del derecho a la defensa se circunscribe a las facultades que la ley le reconoce a la parte acusada, las cuales se concretan básicamente en la posibilidad de pedir y aportar pruebas, de controvertir aquellas que han sido allegadas al proceso y de impugnar las decisiones adoptadas en el mismo. Desde ese punto de vista, la debida representación del sindicado dentro de la actuación conlleva el manejo adecuado y oportuno de los instrumentos y recursos procesales previamente estatuidos, lo cual impone la participación y actuación de un letrado, quien por su formación jurídica es considerada la persona idónea para asumir con pericia dicha actividad judicial.
 
En nuestro sistema procesal penal, la garantía sustancial del derecho a la defensa técnica se materializa, o bien con el nombramiento de un abogado por parte del sindicado (defensor de confianza), o bien mediante la asignación de un defensor de oficio nombrado por el Estado, de quienes se exige en todos los casos, en consideración a su habilidad para utilizar con propiedad los medios e instrumentos de defensa previamente instituidos, adelantar una actuación diligente y eficaz, dirigida asegurar no solo el respeto por las garantías del acusado, sino también a que las decisiones proferidas en el curso del proceso se encuentren ajustadas al derecho y a la justicia.” 

Si trasladamos todos estos presupuestos al caso puesto en conocimiento del Juez Constitucional por parte del accionante, vemos con meridiana claridad lo siguiente: 

i) En las calendas del 4 de febrero de 2019, al señor Rafael Sánchez Rueda, quien fue puesto a disposición de un Juzgado con Funciones de Control de Garantías después de ser capturado mientras cometía una conducta delictiva, se le puso en conocimiento del inicio de una actuación penal adelantada bajo la Ley 1826 de 2017, y en esa oportunidad procesal, ante el Juez, la Fiscalía General de la Nación le corrió traslado del escrito de acusación, dándole a conocer también las pruebas habidas en su contra. Es de anotar que el ciudadano fue dejado en libertad, pero previamente suministró los datos de ubicación para ser citado a las diligencias subsiguientes, consignándose en el acta de audiencia la dirección Cl 16 Nro. 2B-12 Barrio Santa Teresita, Pereira. 
ii) Como bien es sabido, el traslado del escrito de acusación dentro de los procesos penales tramitados bajo la Ley 1826 de 2017, es el acto mediante el cual se da inicio formal a la actuación, y a través de este se le comunica a la persona acerca de la actuación que se adelantará en su contra; así lo define el artículo 536 del Código de Procedimiento Penal: 

“TRASLADO DE LA ACUSACIÓN. Artículo adicionado por el artículo 13 de la Ley 1826 de 2017. Rige a partir del 12 de julio de 2017. El nuevo texto es el siguiente:> La comunicación de los cargos se surtirá con el traslado del escrito de acusación, tras lo cual el indiciado adquiere la condición de parte.

Para ello, el fiscal citará al indiciado para que comparezca en compañía de su defensor, así como a la víctima, con el fin de hacer entrega del escrito de acusación y realizar el descubrimiento probatorio, cuando de los elementos materiales probatorios, evidencia física o información legalmente obtenida, se pueda afirmar, con probabilidad de verdad, que la conducta delictiva existió y que el indiciado fue autor o partícipe. El descubrimiento probatorio que haga la Fiscalía deberá ser total, incluirá los elementos materiales probatorios, evidencia física e información legalmente obtenida aportada por la víctima, y del mismo deberá quedar constancia.

(…) 

PARÁGRAFO 4o. Para todos los efectos procesales el traslado de la acusación equivaldrá a la formulación de imputación de la que trata la Ley 906 de 2004.”
En este preciso caso, según nos lo indican las reglas de la experiencia, es apenas lógico que desde el mismo momento en que el procesado fue  puesto a disposición del Juez de Control de Garantías y se le corrió traslado del escrito de acusación en los términos arriba vistos, se le tuvieron que dar a conocer al señor Rafael los primeros elementos materiales probatorios con que contaba la Fiscalía, para que en compañía de la profesional del derecho que lo asistía iniciara actos materiales de defensa y así ejercer desde ese momento el contradictorio, por ser él quien conocía realmente los hechos que se le estaban endilgando. Es de anotar que si él decidió no aceptar dichos cargos, resultaba claro que el proceso no terminaba ahí por el simple hecho de haber sido puesto en libertad, sino todo lo contrario, ese era apenas el comienzo. 
Lo dicho anteriormente nos lleva razonadamente a dar por hecho que el señor Rafael Sánchez Rueda comprendió a través de las audiencias preliminares que quedaba vinculado a un proceso penal, por lo tanto, nada le impedía ilustrarse mejor del asunto a través de su abogado, o acudiendo al juzgado o a la fiscalía.  

La Corte Constitucional ha expuesto que el modelo acusatorio es un sistema de partes, tal y como se había anunciado en otros apartes de esta decisión, lo que significa que es trascendental la participación activa del procesado, quien a partir del traslado del escrito de acusación deja de ser un sujeto pasivo del proceso, y es que incluso el artículo 541 de la Ley 906 de 2004 estipula que “a partir del traslado del escrito de acusación el indiciado tendrá un término de sesenta (60) días para la preparación de su defensa…”.
Así las cosas, se insiste, el accionante sabía que en su contra se estaba adelantando una investigación penal, no sólo porque fue capturado en flagrancia, sino porque participó en las audiencias preliminares concentradas, también sabía que a pesar de quedar en libertad seguía vinculado al proceso, circunstancia que llevaría a presumir su interés por mantenerse al tanto de las actuaciones que se desplegaran de forma posterior, pero ello no ocurrió, sino que al contrario se desentendió del asunto, pues ni siquiera existe una constancia de que en momento alguno hubiera acudido o llamado al Juzgado que hoy acciona, o a la Fiscalía que adelantaba la investigación a preguntar por el estado de su asunto. 

En lo que tiene que ver con los actos de notificación realizados por el Despacho accionado, la Sala, como se viene haciendo, debe partir de las normas que resultan aplicables para el caso puntual, pero antes de trasladarnos a la forma en como estas deben surtirse en el Proceso Penal Abreviado, debemos recordar, porque en este caso es fundamental, que TODAS las partes tienen en el curso de la actuación unos deberes, entre los que se encuentra el de comunicar cualquier cambio de domicilio, residencia, lugar o dirección electrónica señalada para recibir las notificaciones o comunicaciones
, así como comparecer oportunamente a las diligencias y audiencias a las que sean citados
. Ahora sí, dirigiéndonos al acto material de las notificaciones, vemos que la teoría en la que se amparó el Juzgado Penal del Circuito de Santa Rosa de Cabal para amparar los derechos fundamentales del señor Rafael Sánchez García, consistió en afirmar que esa notificación no se hizo efectiva porque el Juzgado que profirió la sentencia dirigió un oficio a la dirección suministrada por el procesado y, coloquialmente, procedió a cruzarse de brazos; sin embargo, no podemos desconocer que el artículo 545 de la Ley 906 refiere sobre el tema lo siguiente: 

“TRASLADO DE LA SENTENCIA E INTERPOSICIÓN DE RECURSOS. Artículo adicionado por el artículo 22 de la Ley 1826 de 2017. Anunciado el sentido del fallo el juez dará traslado inmediato para cumplir con el trámite previsto en el artículo 447 de este código. El juez contará con diez (10) días para proferir la sentencia y correr traslado escrito de la misma a las partes.

La sentencia se entenderá notificada con el traslado, para lo cual el juez citará a las partes a su despacho y hará entrega de la providencia.

En caso de no comparecer a pesar de haberse hecho la citación oportunamente, se entenderá surtida la notificación salvo que la ausencia se justifique por fuerza mayor o caso fortuito.”

De igual manera, el artículo subsiguiente refiere que “Las notificaciones del procedimiento abreviado se surtirán de conformidad con lo previsto en el Capítulo VI del Título VI de este Código. En todo caso, las partes e intervinientes deberán suministrar al juez y al fiscal su dirección de correo electrónico con el propósito de surtir la notificación de las decisiones correspondientes”; y en ese sentido, tenemos que el artículo 169 del Estatuto de Procedimiento Penal dice frente al tema de las notificaciones lo siguiente: “… En caso de no comparecer a la audiencia a pesar de haberse hecho la citación oportunamente, se entenderá surtida la notificación salvo que la ausencia se justifique por fuerza mayor o caso fortuito…”.
En ese orden de ideas, se puede concluir que al señor Rafael Sánchez Rueda no se le violó el derecho al debido proceso, como erradamente lo expuso el Juzgado Penal del Circuito de Santa Rosa de Cabal, por cuanto a pesar de su ausencia VOLUNTARIA, todo el tiempo contó un defensor público habilitado para ello, que se encargó de ejercer su defensa hasta la culminación del proceso, y es evidente también que si él hubiera asumido el comportamiento de una persona responsable, se habría enterado de alguna forma de lo que estaba ocurriendo, por lo menos antes de que el trámite culminara con la decisión de condenarlo por el delito que inicialmente se le enrostró, razón que lleva a pensar en que su descuido le envuelve una especie de culpa por los resultados que hoy alega para tratar de revivir etapas procesales de las que no fue parte por su desidia frente al proceso penal que se seguía en su contra, o retomando la actuación para que se desate un recurso que en su oportunidad no fue interpuesto, y de esa manera lograr un nuevo estudio y análisis de su caso. 

Además, como consecuencia de las pruebas aportadas por el libelista a esta acción, la Sala queda aún más desconcertada, porque si bien es verdad que las comunicaciones enviadas por el Despacho que profirió la sentencia de condena fueron devueltas por la empresa de mensajería porque supuestamente el señor Sánchez ya no vivía ahí, vemos que exactamente esa misma dirección fue consignada en un reporte que RECIENTEMENTE, en este mismo año, suscribió el Psicólogo Guillermo Antonio Herrera Rojas en una valoración psicológica que por videollamada le practicara al ahora accionante.   

De este modo, surge con claridad que el accionante no puede en este punto endilgarle responsabilidades a la administración de justicia por sus descuidos y a solicitar que por una vía tan excepcional como lo es la tutela, se declare la nulidad de lo actuado dentro de un proceso penal que se desarrolló acorde a las normas penales y constitucionales; ni mucho menos, como desatinadamente lo dispuso el Juzgado de primera instancia, invalidar la ejecutoria de una sentencia que tuvo lugar con las ritualidades procesales que el caso puntual ameritaba, acto que sin duda alguna puede resultar muy peligroso, al enviar a la comunidad un mensaje equivocado consistente en que la falta de diligencia y compromiso de un ciudadano en contra de quien se surtió una actuación penal, pueda después, a pesar del transcurrir del tiempo, ser utilizado como una excusa para obtener gabelas a las que renunció cuando tuvo la oportunidad. 
Acorde con todo lo anteriormente expuesto, la Sala revocará el fallo opugnado y en consecuencia declarará improcedente la acción de tutela promovida por el ciudadano RAFAEL SÁNCHEZ RUEDA en contra del Juzgado Único Penal Municipal de Santa Rosa de Cabal, con funciones de conocimiento.

Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por la autoridad conferida en la ley,
RESUELVE:
PRIMERO: REVOCAR el fallo tutela por medio del cual el Juzgado Penal del Circuito de Santa Rosa de Cabal, en las calendas del 5 de marzo de 2021, concedió la solicitud de amparo constitucional solicitada por el señor RAFAEL SÁNCHEZ RUEDA, y en su lugar, SE DECLARA SU IMPROCEDENCIA. Ello de acuerdo a las razones expuestas en la parte motiva de esta providencia.

SEGUNDO: Se ordena notificar esta providencia a las partes por el medio más expedito posible, de conformidad con el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991 y su posterior remisión a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

JULIÁN RIVERA LOAIZA

Magistrado
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